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A LA MESA DE LA ASAMBLEA DE MADRID


[bookmark: _heading=h.gjdgxs]Dña Manuela Bergerot Uncal, Diputada del Grupo Parlamentario Más Madrid, al amparo de lo dispuesto en el artículo 205 y siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta la PROPOSICIÓN NO DE LEY que se acompaña, para su debate ante el Pleno de la Asamblea.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El pasado 27 de octubre, el Defensor del Pueblo presentó el primer informe oficial sobre abusos sexuales en el seno de la Iglesia católica española y el papel de los poderes públicos. Un informe que incluye además un estudio que indica que el 1,13% de los encuestados sufrieron una agresión en el ámbito religioso, lo que equivaldría a 440.000 personas en todo el país. En dicho Informe, el Defensor del Pueblo hace recomendaciones para garantizar la reparación y el reconocimiento de las víctimas.
Así, recoge que “en lo que respecta a la Iglesia católica, este acto debería incluir una disculpa y una aceptación pública de la responsabilidad por no haber sabido detectar a tiempo el problema, no haber dado una respuesta adecuada a la gravedad del daño causado en las víctimas y por las dinámicas de ocultación y encubrimiento que durante muchos años han estado instauradas en la institución”.
Respecto a las recomendaciones a los poderes públicos, el informe recoge acciones que permitan a estos “cumplir de manera efectiva con los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación del daño sufrido, sin excluir que puedan adoptarse, en su caso, otras reformas legales al respecto, centradas en aspectos de prevención de victimizaciones futuras, considerados por las víctimas como una forma de reparación a través de las garantías de no repetición”.
“Los poderes públicos deben realizar un reconocimiento público del prolongado período de tiempo de desatención y de inactividad, en particular entre 1970 y 2020, durante el cual no se establecieron procedimientos adecuados de detección y reacción frente a los abusos sexuales de menores cometidos en centros escolares dependientes de la Iglesia católica”. Los poderes públicos deben asumir la parte de responsabilidad que les incumbe por ese prolongado tiempo de desatención y de inactividad, creando, o bien contribuyendo a financiar, los servicios de acompañamiento social y psicológico especializado que requieren las víctimas, sin perjuicio de la responsabilidad que deben asumir los agresores y la Iglesia católica.
El deber de actuar de las administraciones públicas ante violaciones masivas de derechos humanos se deriva de normas internacionales convencionales y consuetudinarias, se asume pacíficamente en la doctrina general de derecho internacional público, en la práctica y el desarrollo de diferentes organismos e instrumentos internacionales, y en la jurisprudencia de los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales que supervisan la aplicación de los tratados de derechos humanos.
La obligación de reparar a las víctimas de violaciones de derechos humanos incumbe a los Estados que, como España, han firmado el Convenio Europeo de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y la Convención de Naciones Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.
No hay que olvidar que, por la vía del artículo 10.2 de la Constitución Española, el cuerpo jurídico de los derechos fundamentales debe interpretarse siempre de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. De manera que estos derechos fundamentales deben ser protegidos por los poderes públicos sin mayor ambigüedad ni dilación, y han de garantizarse, además, en el marco de la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de Estrasburgo y, en particular, de la jurisprudencia destinada a la protección del derecho a la vida y a la integridad de las personas.
Los estándares internacionales de atención a las víctimas de graves violaciones de derechos humanos enlazan así de manera fluida con los estándares regionales europeos y, en particular, con la Directiva 2012/29/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, que se ha desarrollado en España mediante la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito.
El Convenio del Consejo de Europa para la Protección de los Niños contra la Explotación Sexual y el Abuso Sexual, más conocido como Convenio de Lanzarote, preceptúa en su artículo 18 el abuso sexual como
a) Realizar actividades sexuales con un niño que, de conformidad con las disposiciones aplicables del derecho nacional, no haya alcanzado la edad legal para realizar dichas actividades.
b) Realizar actividades sexuales con un niño recurriendo a la coacción, la fuerza o la amenaza; abusando de una posición reconocida de confianza, autoridad o influencia sobre el niño, incluso en el seno de la familia; abusando de una situación de especial vulnerabilidad del niño, en particular debido a una discapacidad psíquica o mental o una situación de dependencia.
Como se recoge en el Informe sobre abusos sexuales en el seno de la Iglesia católica española y el papel de los poderes públicos, el abuso sexual de menores cometido por personas vinculadas a la Iglesia católica ha pasado de ser un asunto de baja relevancia pública a ser una cuestión cada vez más discutida en la sociedad española.
El Gobierno de la Comunidad de Madrid debe hacerse cargo de esta realidad ya que nuestra región no está exenta de esta vulneración como recoge el Informe, incluidos algunos casos con impacto mediático como el del profesor del Colegio Salle Nuestra Señora Maravillas de Madrid y el profesor del San Viator de Madrid.

Por ello, el Grupo Parlamentario de Más Madrid en la Comunidad de Madrid presenta la siguiente:

PROPOSICIÓN NO DE LEY
La Asamblea de Madrid, insta al gobierno de la Comunidad de Madrid a:

1. Organizar y celebrar un acto de reconocimiento simbólico a las víctimas de las agresiones sexuales sufridas en el ámbito de la Iglesia Católica en la Real Casa de Correos, sede del Gobierno de la Comunidad de Madrid, con participación de las víctimas y sus familiares para mostrar su reconocimiento y su pesar por el sufrimiento que han sobrellevado durante tanto tiempo en soledad y con presencia de las máximas autoridades de la Asamblea, declarando expresamente que ese sufrimiento fue injusto y nunca debió haberse producido y comprometiéndose a trabajar por la memória de las víctimas a fin de asegurar el conocimiento público de los hechos para que estos no vuelvan a producirse.
2. Impulsar medidas normativas en favor de las Víctimas de Abusos sexuales en el ámbito de la Iglesia Católica y se reconozca su derecho a ser reparadas conforme a lo establecido en el informe realizado por el Defensor del Pueblo.
3. Que tal como se recoge en el Informe del Defensor del Pueblo, se articulen Servicios públicos de Justicia Restaurativa, con suficientes facilitadores de calidad y formados a fin de que se puedan articular procesos para las víctimas que así lo soliciten tal como establece el artículo 15 del Estatuto de la Víctima como un derecho subjetivo.
4. Que se articulen procedimientos dentro de las Oficinas de Atención a Víctimas a fin de poder prestar información suficiente a las mismas sobre sus derechos y asimismo de poder recoger y tratar las solicitudes que se puedan realizar por parte de las víctimas de abusos, reconociéndolas como víctimas y elaborando un censo de estas violaciones de derechos humanos, así como articulando las prestaciones públicas a que tengan derecho tal como establece el Estatuto de la Víctima del Delito y en especial el apoyo psicológico, social y jurídico.
La Asamblea de Madrid insta al Gobierno de la Comunidad de Madrid para que inste al Gobierno de España a:
5. Que se inste al Gobierno del Estado a articular de la manera más ágil posible un fondo estatal de compensación a las víctimas del delito con la aportación económica de la Iglesia Católica.
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